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TRIBUNAL CONSTITUCIO

SIiNTENCIA INTERLOCUl'OttIA DEI, 1'RII}UNAI, CONSTITUCIONAL

1.ima -s de noviemhre de 2018

ASUNI'O

Recurso de agravio constitucional i¡terpuesto por don Percy Ilolter Baldcon
Ferrer contra la rcsolución de,'ojas 134, de fecha l9 dc abril dc 2016, expedida por la
Scgunda Sala Civil de la Corte Supcrior de Justicia de Lima, que confi nando la
¿pclada, declaró improcedente Ia demanda de au1os.

FUND^\,f E\l OS

l]n la sentencia emitida cn el Erpediente 00987-2014-PAfl C. publicada en el diario
oftci.l El Petuúna cl 29 de agosto de 2014, cste l'ribunal esrableció. en el
lundamenlo 49. con carácter de precedente, quc sc expedirá sentencia intcrloculoriá

dictada sh más trá¡¡ile. cuando se prescnte alguno de los siguientcs
ue igualmentc cstá¡ coDtenidos en cl aÍículo I I del Reglamenlo
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q
i,ro del l ribunal Conslilucional

a

a) Carezca de fuDdarnentación la supuesla vulneracióI1 que se invoque.
b.) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial

lrascendencia constilucional.
c) La cuestión dc Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Sc haya decidido de mancra desestimatoria en casos sustancialmente igualcs.

2. En el prcsenle caso, se evideocia que el recurso de agravio no está rcferido a una
cuestiórr de Derecho de cspecial trascendencia constit!¡cional. AI respccto, un
rccurso carece de esta cualidad cuando no cstá relacionado con cl contenido
constitucionalmente protegido de un derecho filndamenlal; cuando versa sobre un
asunlo malerial¡ente excluido del proceso de tutcla de que se trata; o, finalntente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una iutela de especial
urgencia-

l. Ilxprcsado de otro modo. y tenicndo en cuenta lo precisado en el lundarnento 50 de
la sentencia emitida en el Expediente 00987-20 14-PA/TC. una cuestió11 no revrs!!
cspccirl lrascendencia conslitucional: (1) si una titura resolución del Tribuñal
Constitucional no solucio¡ta algú¡l conlliclo de relevancia constitLrcional, pucs Do
cxisle lesión qLre compro¡neta cl dcrecho [undamenta] involucrado o se trala de un
asunlo qLre no corresponde resolvcr en la vía constitucional: o (2.) si no exislc

pucs
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necesidad de l lelar de ftanera urgente el dcrccho constitucional invocado y no
median razones subjetivas u objetivas que habiliten a este órgano colegiado par¡
emilir u¡r pronunciamienlo de fondo.

En el caso de autos. el demandante solicita que se declare la nulidad de la
resolución de fecha 6 de rnayo de 2013 (f. l2), expedida por la Sala Penal
Pcmlancntc dc la Codc Suprcma dc Jus¡icia de le Ilepública, qre conllrma en pa{e
la sentencia de vista de fecha 2l de octl¡bre de 20ll en el extremo rcf¿rido a la
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Drcdida disciplinaria inpueslá \'. revocarndola en el monto. la refomla fijándola en 5

proceso seguido cr1 contra dc Miriam Elizabeth Cruz Aranda y olro por
cl dclilo contra la fe pública, lalsifioación de doclrmenfos privados )

agravio dc la enlprcsa de lmporlaciones Roque Ortega y del Estado. Ale_qa

rue los hechos al nromento de producirsc fucron considerados regularcs y
nor¡¡ales, que cuando ocurrieron no se levantó acta alguna que dé cuenla de los
hechos, y que no se debió imponer la multa en la sentencia, sino duranle el proceso-

Considera que se ha violado su derecho al dcbido proceso en su manifestación del
derecho a la motivación de Ias resolucioncsjrdiciales.

5. No obstanlc lo alegado por el demandante. esta Sala dcl Tribu¡ral Constitucional
considera que lo que se pretende es discutir el crilerio jurisdiccional adoptado en la
cucstionada resolución. lo cual es a todas luces inviable, ya rlue la judicatura
consliluc;onal no liene competencia para reexaminar cl mérito de lo decidido en el
proceso subyacenle. Siendo así, conlo lo que se prelende es el reexamen de un fallo
adverso sobre la base de argumcntos dc mera legalidad, por lo que el prcse¡tc
rccurso carece de especial trascendencia conslilucional. por ello debe ser rcchazado.

6. En consecuencia, y de lo expucslo en los fundamentos 2 a 5 supra, sc lerifica qlre
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prcvista cn el
acápite b) del fundamento 49 dc Ia senlencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) dcl ariclrlo Il del Regla[rento Noanativo del liibunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, implocedente
el recurso de ag.avio constit!¡cional.

Por eslos lundamentos, cl Tribunal Constitucional. con Ia auloridad que le
confiere la Constitución Política dcl Pcrú. y la paÍicipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera. convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado licrrero Costa.
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ItT]SUEI,VE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porquc la cüestión de
Derccho contenida en el recurso carece de

w\ryZ

Publíquese y notifiquese

ss.
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MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA.SALDAÑA B !, 7

Lo ceÍtifica:
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VOTO SINGULAR DEL MAGIS I'RADO FÚ)RRERO CoSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor ¡espcto por la ponencia
de mi oolega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respeluosamente
quc disicnto dcl prccedente vinculante establecido en la Senteücia 00987-20I ,11'A/1 C,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENIIGAIORIA, por los funda[renlos que a

continuación expongo:
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La Constitüció¡ de 1979 c¡eó el T¡ibunal de Garantias Constitucionalcs como
instancia dc casación y la Constitución dc 1993 co¡rviltió al 'lribunal Constitucional
en inslancia de 1állo. La Consiilución del 79, por p mera vez en nuestra hisloriJ
constitucionai, dispuso la creación de un órgano ad ro., independiente del Poder'
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacÍa constitucional y la vigencia plena
do los clerechos fundarnentales.

3. l:n ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
CoÍrstitucionales. vigente en ese momento. estableció, en sus aticulos 42 al 46. que
dicho órgano, al encontrar una rcsolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma er¡ada o ha incurrido cn gravcs vicios p¡ocesales en la
tra¡¡itación y resolución de la demanda, prooederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolvcrá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de ia
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento quc, a todas luces, dilataba en exceso Ios procesos constitucionales
mencionados.

4. Ill modelo dc futcla ante amenazas y vuheración de derechos lue seriamen¡c
modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
nrccanismos dc lutcla de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al T¡ibunal Constitucional
conlo órgano de conlrol de la constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
califica erróteamente como "órgano de control dc la Constitución". No obstante, en

tM

¡]t- TRIBUNAL CoNs,I.I,TtlCIoNAL CoNIo CoRTE DE REVISIÓN o FALI,O Y No DE

CASACIÓ\

2. La Ley Fundamenml de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
ConslitL¡cio¡ales era !m órgano de control de la Constitución, clue tenía jurisdicoión
cn todo cl lcr¡ilorio nacional para conoce¡, e lio de ca.rac¡ón, de los habeas corpus
y arrparos clenegados por el Poder Judicial, lo quc implicó quc dicho 'l ribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es

dccir. no sc pronunciaba sobrc los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrriho. ¡ec.rnocidos <n la Cúnslituciin.
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materia de procesos constitucionalcs dc la liberlad, la Constitución cstablece qLle el
'l ribunal Co¡stitucional es instanoia de revisión o lallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su artículo 202, i[ciso 2,
prescribe que co esponde al I¡ibunal Constitucional "cofiocer, en últ¡ma y
delinitira ¡nst.ncid, las resoluciones denegatorias d¡ctddas en los procesos de

htlbetrs corpus, anpuro, h.lbeas data y acción de cumplímiento"- Esta disposición
constitucional, dcsdc una posición de fianca tulela de los derechos l'undamentales,
exige que el l¡ibunal Constitucional escuche y evalire los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

dei'cnsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como lin supremo de la
sociedad y del Estado (arlículo l), y "la observancia del debi.lo proceso ! luteld

.jurisdicc'ional- Ntuguna perso a puede set de.¡¡iada de la jur¡:td¡cc¡ón
predctcrminada por ld le!, n¡:iometida ct prcced¡m¡ento dítt¡nto dc loli prevíanente
e,s¡ablecidos, ni juxgdda pot órgdnos jur¡sd¡ccionales de excepc¡ó nt pLlr
cott¡siones especialcs crcddas al elécto cualquiera sea su denomindc¡ónt',
consagmda cn cl artículo 139, inciso 3.

6. Como se adviene, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acccso a la úitima iDstancia constitucional tiene Iugar por la vía de1 certiot.tr¡
(Suprema Corle de los Estados l]nidos), en el Pe¡ú el Pode¡ Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de 1a Constitución capaz de ingresar al londo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agnviado no haya obtenido una
protccción dc su derccho cn scde del Pode¡ Judicial. En otras paiabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un de¡echo fundamental, se

debe ab r la vía conespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronuDciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colabo¡ar con los.iucces constitucionales mediante u11 pormeno zado
rnllisis de l.-r que .e pretende. dÉ Iú que {( ir'\ oca.
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sER oÍDo cor{o Nr^N¡FEsracróN DE r,A D[NrocRAt ¡zACró:! D¡i Los
PRoc¡tsos CoNst ITL('¡oNALES DE L^ LTBERTAD

Ii. La administración de juslicia oonslitucional dc la libcrtad que brinda e1 Triburül
(lonstitucional, dcsde su creación, es respetuosa. como corresponde, dcl dcrecho de

wtA

7. I-o constitucional cs escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrcnunciablc a la dcf'cnsa; además, un Tribunal Conslitucional constituye el más
clectivo medio de delensa de los derechos lundamentales frente a los podc¡cs
públicos y pfivados, 1o cual evidenci¿r el triunlb de la justicia frentc a la
arbitrariedad.



del¿nsa inherente a tocLa persona. cuya manil'estación prima a es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en eI cr¡al se

dctcrmir,en sus de¡echos, inte¡cscs y obligaciones.

9. Precisamcnte, mi alejamienlo respecto a la cmisión de una resolución constitucional
sin rcalizarse audiencia de vista está ¡clacionado con la defensa, la cual, sólo es

eiictiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer! de mancra escrita y

oral. Ios argumeÍtos peñinentes. concretándose el principio de inmediación que

dcbc regir en todo proceso constitucjonal.

10. Sob¡c la inlervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de admi¡]ist¡ar justicia constituye una manifestación del poder que el

Ilstado ostenta sobre las personas. su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantias.

ll. Cabe añadir que La participación di¡ecla de las partes, en delensa de sus interescs.
que se concede en la audiencia dc vista, también conslituye u11 elemento quc

democratiza el proceso. De 1o contrario, se decidiría sobrc la esfera de interés de

uÍra persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su távor, lo clue resuha a

excluyente y antidemocrático. Además. el Tribunal Conslilucional tiene el deber
ineludible de optimiza¡. en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argünentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitirna no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxp¡csar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relcvantes en cada

c¿so que resuelve.

12. llncsc sentido, la Corte Interamedcana de Derechos Humanos ha establecido quc cl
dcrecho de deleisa'bblig.r al Dstado d ttatat al i¡1di\,íduo cn todo momento como
Lm verdadero sujeto dcl prcce.9o, en el más amplio .tenlido de este concepb, y no
simplemefile cotno objeto del ntisno"t , y que "para que existo debido procerc lcgal
es prcciso q e un ¡usticiable pueda hacer reler sus derechos y deJender sus

in¡ereses en..fórma el¿ctit,d y en condiciones de igualdud procesal con otros
iutliciables"'.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezüela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párralb 29.
2 Coñe IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y ot¡os vs. Trinidad y Tobago,
sentcncia dcl 21 dejunio de 2002, parrafo 146.
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ll. El modelo cie "instancia de i¡llo" plasmado en la Constitución no pucde scr
desvirtuado por el lribunal Comtitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho'llibunal cs su intérpretc suprcmo, pero no su relbrmador. toda
vcz quc coño ó¡gano constituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuando se aplica a un proceso constitr.lcional de la libertad la denominada
'senlencia interlocutoria". el recurso de agravio coDstitucional (I{AC) picrdc su
vcrdadera esencia jurídica. ya que el l'ribunal Constitucional no tiene compek'ncia
para 'lcvisar" ni mucho mcnos'rccalificar" cl rccurso dc agravio constitucional.

15. De confonnidad con los artícuios l8 y 20 del Código Prooesal Constitr.rcional, el
'lribunal Constitucio¡al no "concede" el recu].so. Esta es LLna competencia de la
Sala Supcrior dcl Poder Judicial. Al 'l¡ibunal lo qrLe le conesponde es co¡ocer del
RAC y pronunciarse sob¡e el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la co¡¡pctcncia dc
¡echaza¡ dicho recurso, sino por el contra o de "conocer" lo que la parte alega
conro un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supueslos pala su
aplicación 1órmulas imprecisas y amplias cuyo contcnido, en el mejor de los casos,
rcquiere ser aciarado, jr¡stificado y concretado cn supuestos especíñcos, a saber.
idcntiñcar c¡l qué casos se aplicaría. No hace¡lo, no definirlo, ni justiñca¡lo,
convierte el empleo de la prccitada sentencia en arbitrario, toda vez clue se podría
afectar, entre otros, el derecho lundamental de defensa, cn su manifestació¡ de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daria iugar a decisioncs subjctivas y
carentes dc prcdictibilidad, afectando notablemente a los justiciablcs, quicnes
tendrian que adivinar qué rcsolvcrá el Tribunal Conslitucional antes de p¡cscnta¡ su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, ¿ra tattit t ulandis, el precede[te vinculante contenido en la Sentencia
0098 7-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribr.rnal Constitucional en otros
lallos, conro en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PIIC/TC). Del mismo modo, constituye una rcallrmación de la naturaleza
proccsal dc los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, via preria,
vias paralelas, litispcndencia. invocáción del dcrecho constitucional líquido y
cierlo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean dc
una naturaleza procesal distinta a la de los prooesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso dc agravto
conslitucional.
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I9. Por tanto, si se liene en cuenta que lajusticia en sede oonstitucional represenla la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a lavor de que en el presente caso se convoqüe a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal CoNtitucional, en tanto instancia última y
definitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via conslitucional, aljusticiable
solo 1e queda el camino de la jurisdicción internacional de protecoión de derechos
humanos.

20. Como aiirmó Rai¡l Ferrero Rebagliati, "la delénsa dcl de¡ccho de uno es, al mismo
tiempo. una dclinsa total de la Constitución, pues si loda garantía constitucional
enlraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual ai delender su derecho
cstá defeldiendo el de los demás y el de la comunidad quc rcsu)ta op mida o
envilecida sin la protccción j udicial auténtica".
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